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35. El Comité encomia al Estado parte por reducir drásticamente la mortalidad 

materna, así como por ampliar el acceso de las mujeres a los servicios de salud 

sexual y reproductiva, aunque le preocupa que dicho acceso siga siendo limitado 

en las zonas rurales. También observa con preocupación el uso generalizado de 

la objeción de conciencia entre los profesionales médicos, lo que limita el acceso 

a los servicios de aborto sin riesgo garantizados por ley. El Comité también 

expresa su preocupación por la elevada tasa de embarazos precoces, 

especialmente entre las mujeres afrouruguayas y las que viven en zonas rurales 

y zonas urbanas desfavorecidas.  

 

36. El Comité recomienda al Estado parte que:  

a) Evalúe la disponibilidad en todo el país de servicios de salud sexual y 

reproductiva a fin de detectar las provincias y los municipios subatendidos, 

y de garantizar una financiación adecuada;  

b) Adopte medidas para asegurar que las mujeres tengan acceso al aborto 

legal y cuidados posteriores, e incorpore requisitos de justificación más 

estrictos para evitar el uso indiscriminado por parte de los profesionales 

médicos de su derecho de objeción de conciencia ante la realización de un 

aborto;  

c) Imparta educación escolar adecuada a la edad sobre salud sexual y 

reproductiva y garantice el acceso asequible a los servicios de 

asesoramiento e información sobre los derechos sexuales y reproductivos 

de las niñas y los niños adolescentes, realice campañas de sensibilización 

sobre los métodos anticonceptivos modernos y aumente el acceso a 

anticonceptivos seguros y asequibles; 


